CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR - 41/2011.
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  COOPERATIVA DE XXXXX
LAUDO 6 / 2012
En Cuenca, a doce de junio de dos mil doce.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº X del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, provisto con D.N.I. nº XX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR - 41/2011 en virtud de Resolución de fecha de 08 de febrero de 2012 de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXX, ACTUANDO EN CALIDAD DE EX SOCIO DE XXXX
DON XXXXX, mayor de edad, con D.N.I. nº X, legitimado activamente en este procedimiento en su calidad de ex socio de la   COOPERATIVA DE XXXXX, en su escrito inicial de 08 de agosto de 2011 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad, que dio lugar al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-     Que el demandante se integró como socio de la entidad demandada en el año 2007, aportando a la sociedad la cantidad de TRESCIENTOS EUROS (300,00 euros) en fecha 30 de noviembre de 2007, en concepto de aportación obligatoria mínima – según se establece en el artículo 44 de los Estatutos Sociales - para su inscripción inicial como socio, y posteriormente la cantidad de CINCUENTA Y DOS MIL EUROS (52.000,00 euros) con fecha 27 de diciembre de 2007, en este caso como aportación voluntaria, para “la adquisición de vivienda de VPO, a construir en la finca XXXX de Cuenca”, habiendo sido certificado esos ingresos y conceptos por el Secretario de la sociedad cooperativa en fecha 10 de junio de 2009 (documento nº 5 de la demanda).
SEGUNDO.-    Señaló en su escrito la actora que a la fecha del mismo ni tan siquiera se han iniciado los trabajos de urbanización de los terrenos, con lo que no ha comenzado la construcción de las viviendas de VPO objeto de la cooperativa.
Continuó exponiendo los diversos problemas y procedimientos judiciales entablados entre una empresa que denomina “XXXX” contra todos los aspectos que en materia urbanística se derivan de la zona denominada XXX, contra diferentes demandados entre los que estaría la Corporación Local de Cuenca.
Igualmente manifestó el ex socio en su demanda que el agente urbanizador del proyecto en cuestión, que denomina “XXXX”, tenía a la fecha de la misma interpuesto el procedimiento ordinario nº X/X ante el Juzgado Contencioso-Administrativo de Cuenca, y la anteriormente referida “XXXX”, también había interpuesto demanda en vía contenciosa-administrativa tanto contra el Ayuntamiento de Cuenca como en reclamación ante “XXXX” y otra empresa denominada “XXXX”, en este caso tramitadas en los procedimientos ordinarios nº X/X y X/X. 

De la situación descrita, el demandante extraía la conclusión de que no había visos reales de que ni tan siquiera a medio plazo se pudieran urbanizar los terrenos para iniciar la construcción.

TERCERO.-    Ante la situación descrita en el expositivo anterior, el demandante manifestó haber visto variada su situación personal por haberse encontrado temporalmente en desempleo, condición en la que también se encontraba su esposa, que no había conseguido trabajo a la fecha de la demanda. Los problemas descritos, junto con el nacimiento de un hijo, supusieron la necesidad de adquirir una vivienda, siendo muy gravoso el pago simultáneo de las cuotas tanto del crédito suscrito para sufragar las aportaciones a la sociedad cooperativa, como del préstamo hipotecario para la financiación de su nueva vivienda.
La situación descrita obligó al demandante a solicitar su baja de la cooperativa en fecha 19 de febrero de 2009, alegando como única causa su “delicada situación económica”, la cual no le permitía “seguir haciendo frente a los pagos derivados de la financiación de la promoción de viviendas de protección oficial a la que pertenezco como socio.”
CUARTO.-    Con posterioridad, el Consejo Rector de la sociedad en su escrito de fecha 26 de marzo de 2009, calificó la solicitud como de una baja voluntaria no justificada, añadiendo que en Junta Especial de Socios de la promoción, en concreto de la promoción de viviendas de VPO de la parcela XXXX, celebrada en fecha 08 de marzo de 2009, se había acordado con la unanimidad de todos los socios asistentes que se fijaría la deducción máxima prevista en el artículo 117.1 de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha – aplicable al presente procedimiento -, según el cual es de aplicación una deducción de hasta el 50 por ciento respecto de las que se encontraban fijadas en el artículo 61.2 del mismo texto legal, lo que suponía en la práctica que del 20 por ciento previsto, la deducción a aplicar a las cantidades entregadas por el socio para financiar la vivienda sufrirían una penalización de un 10 por ciento.

También se establecía como término para efectuar las liquidaciones de las aportaciones, computado a partir del balance de cierre del ejercicio 2009, el plazo de tres meses desde la aprobación de las cuentas del ejercicio económico en que se causó la baja.
Se estableció finalmente que el reembolso se efectuaría en el plazo de tres años, o desde el momento en que fuera sustituido por otro socio en sus derechos y obligaciones, debiendo ser dicha subrogación válida para causar efecto, al amparo del artículo 117.1; no pudiendo ser objeto de actualización las aportaciones, salvo el percibo del interés legal del dinero, que debería abonarse anualmente junto con, al menos,  una tercera parte de la cantidad a reembolsar, según lo señala el apartado 5 del artículo 61; y no en “una quinta parte”, como erróneamente expresaba el Consejo en el referido escrito .
QUINTO.-    En fecha 22 de septiembre de 2010 el Consejo procedió a liquidar las aportaciones del demandante, reconociendo un derecho de reembolso por valor total de   CUATRO MIL NOVECIENTOS SETENTA Y NUEVE EUROS CON TREINTA Y CINCO CÉNTIMOS (4.979,35 euros), debiendo ser abonados en los plazos previstos en el artículo 117.1 y 61 de la Ley de 2002. 
Habiendo interpuesto recurso, de fecha 24 de noviembre de 2010, contra esta resolución ante la Asamblea General, se mantuvo por la parte actora que la situación resultante ante la sociedad cooperativa, derivada de los hechos anteriores, suponía que nos encontráramos ante una baja calificable como de no voluntaria, al haber perdido las condiciones que le permitirian continuar para ser socio de la entidad. 

Continuó en su argumentación alegando que además del 10 por ciento previsto como penalización se le habían imputado la totalidad de su proporción en los gastos que se habían generado en esos años – que el demandante considera como bienes de inversión y no como gastos que se deban imputar a los socios que causan baja -, sin que fuera beneficiario recíprocamente de una parte proporcional de los intereses financieros que también se habían generando durante ese mismo período de tiempo. Como tampoco existían pérdidas imputadas o imputables directamente al socio ni sanciones u obligaciones de pago pendientes, el demandante considera injustificada cualquier deducción o penalización que pueda superar el 10 por ciento sobre el total de cantidades entregadas a la cooperativa. 
SEXTO.-  Por la representación de la cooperativa en su escrito de fecha 23 de diciembre de 2010, se inadmitió la solicitud de calificación de la baja por extemporánea, aunque admitiendo la impugnación sobre la liquidación.

Habiéndose celebrado Asamblea General de fecha 25 de junio de 2011 – notificada la resolución el día 06 de julio de 2011 -, se ratificó el acuerdo del Consejo Rector para aplicar no sólo la penalización del 10 por ciento, sino que además le fuera de aplicación la repercusión calculada sobre los gastos de la sociedad.  
SÉPTIMO.-   Que por todo lo expuesto solicitó del Árbitro que se declarara la baja solicitada como JUSTIFICADA, con los efectos inherentes a la misma, al tiempo que se decretara aplicable como deducción únicamente el 10 por ciento de la totalidad de las cantidades entregadas por el demandante a la sociedad cooperativa demandada, en la forma y plazos previstos en el artículo 117.1 y 61.5 de la Ley 20/2002.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA DE XXXXX
Por otra parte, la  COOPERATIVA DE XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXX, en XXX, provista de C.I.F. nº F- XX y actuando en calidad de representante legal su presidente Don XXXX, con D.N.I. nº XX; contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 16 de noviembre de 2011, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación:
PRIMERO.-   Alegó la demandada que considerando que la baja como socio se solicitó el 25 de febrero de 2009, siendo aceptada por el Consejo Rector en fecha 26 de marzo de 2009 y calificada como voluntaria no justificada, han transcurrido los plazos previstos legal o estatutariamente para impugnar ésta, por lo que la considera firme en cuanto a su calificación, aún cuando la impugnara expresamente el demandante en su recurso de fecha 24 de noviembre de 2010.
SEGUNDO.-    Se argumentó por la entidad que las deducciones a realizar en las aportaciones del socio “son una actuación reglada por los propios Estatutos y sometida a la Asamblea General de la Cooperativa y por tanto, no dispositiva en función de los establecido al efecto por la Ley de Cooperativas.”
A más se reitera por la cooperativa que el acuerdo por el que se penalizaría la baja no justificada con el máximo establecido en los Estatutos y en la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha, se adoptó por acuerdo de Asamblea General de fecha 08 de marzo de 2009.
Continua la demandada reproduciendo en sus términos el escrito notificado al demandante de fecha 26 de marzo de 2009, respecto a los plazos para la liquidación y reembolso, expresando de nuevo que a la cantidad resultante se debe aplicar la deducción por “las pérdidas imputadas o imputables al mismo debidamente reflejadas en el balance de cierre de ejercicio en el que se produjo la baja”, junto con la penalización establecida en la Ley de Cooperativas.

Por ello, según manifiesta la sociedad cooperativa demandada, debe deducirse que es potestativo para la entidad la aplicación simultánea de ambas deducciones y siempre dentro de los límites establecidos legalmente, pero que existiendo un mandato expreso previo de la Asamblea General que así lo decreta y vincula al órgano de administración, no cabe excluir la aplicación de ambas deducciones establecidas.
TERCERO.-    La cooperativa XXXX expone que de los términos de la solicitud de arbitraje, debe deducirse que no sería objeto del presente procedimiento la impugnación con relación a la liquidación efectuada por aquella, debiendo considerarse la misma como firme.
CUARTO.-    Como conclusión a su escrito de contestación, solicitó la cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo bien no admitiendo por extemporáneo el objeto del escrito de arbitraje, o que en su caso, inadmitiera la solicitud de contrario y confirmara la validez de la calificación de la baja como voluntaria injustificada, siéndole de aplicación las deducciones y penalizaciones fijadas en la liquidación por el órgano de administración de la cooperativa.

III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 23 de abril de 2012, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.


Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos.
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos en Cuenca de la Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia de la solicitante del procedimiento             DON XXXX, en cuyo nombre y representación compareció el letrado D. XXXX, colegiado nº X del ICA de Cuenca, según ya se anunció en el escrito de demanda, y cuyo apoderamiento se realizó apud acta ante el Árbitro; así como de la parte demandada   COOPERATIVA DE XXXX,  representada en este acto por su Vicepresidente,  D. XXXX, con D.N.I. nº XX y de su contable D. XXXXX con D.N.I. nº XX, con la asistencia letrada de D. XXXX, colegiado nº X del ICA de Cuenca, cuyo apoderamiento apud acta se realizó ante este órgano arbitral.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXX la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, dándose entonces por concluida esta vista preliminar y decretándose con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya expuestas y recogidas en el procedimiento.
Tras dar por concluida la vista y considerando la relevancia del presente arbitraje, aducida por la sociedad demandada que señaló respecto de que el sentido del Laudo pudiera comprometer la viabilidad y supervivencia del proyecto cooperativo con una importante repercusión social, dado que se encuentra integrado por ciento doce socios cooperativistas que han aportado a la entidad una cantidad cercana a los cinco millones de euros para obtener su vivienda, se concedió por este Árbitro una suspensión por un período de quince días, para posibilitar así la celebración de un acuerdo, que de ser adoptado, sería trasladado a la resolución arbitral, otorgándole así plena eficacia jurídica a aquel.

Habiendo transcurrido el citado plazo sin concluir acuerdo alguno, se concedió a las partes una prórroga por tres semanas adicionales, sin que a la fecha de este Laudo – habiendo vencido sobradamente el plazo marcado -, se haya notificado a este Árbitro la consecución de acuerdo alguno.

A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


En virtud de Resolución de fecha 08 de febrero de 2012, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación se nombró Árbitro a quien suscribe.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición Adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 08 de agosto de 2011, petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la Disposición Final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

La elección de la modalidad en equidad se justifica en que la modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral debe señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, en su Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 


Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.


 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales o autonómicas, como sucede en el presente caso.
CUARTO.-   Sobre la calificación de la baja solicitada.
El carácter de órgano cuasi jurisdiccional de la labor arbitral motiva la búsqueda de resoluciones que si bien deben ampararse en el Derecho y en los principios aplicables, también conjugan la agilidad, flexibilidad y la falta de fórmulas procesales que deben ser notas distintivas de los medios extrajudiciales de resolución de conflictos.
Es por lo anterior por lo que cabe observar este procedimiento desde la aplicación no sólo desde la perspectiva de la documentación aportada sino también obviamente, de la propia conducta seguida por las partes deducida de la misma.
Ha quedado acreditado por la propia documentación aportada por la demandante, que libremente se incorporó a la sociedad cooperativa en su calidad de socio promotor, al amparo del artículo 8 de los Estatutos, haciendo efectiva la aportación obligatoria establecida estatutariamente mínima de 300 euros en el mes de noviembre de 2007.
Este Árbitro estima que inicialmente debe examinar la propia naturaleza de la relación jurídica que existía entre el ex socio demandante y la cooperativa XXXX, debiendo calificarse como de contrato de adjudicación de vivienda y no como un contrato de compraventa, es decir, estaríamos ante un título interno de atribución al socio de una determinada vivienda de la promoción, para su posterior transmisión a través de cualquier título admitido en derecho. La naturaleza descrita encaja plenamente con el objeto social descrito en el artículo 4 de los Estatutos Sociales al establecer que “Constituye el objeto de la cooperativa la promoción de viviendas para ser adjudicadas exclusivamente a sus socios”, que no hace sino reproducir el artículo 116.1 de la Ley de Cooperativas de 2002, que al definir las cooperativas de viviendas expresa que “Son aquéllas que, tienen por objeto procurar exclusivamente a sus socios viviendas o locales, edificaciones e instalaciones complementarias…”
La aprobación de la Ley 5/2011, de 29 de marzo de Economía Social, en cuyo ámbito de aplicación incluye a las sociedades cooperativas, define las entidades de la  “economía social” bajo diversos principios orientadores con carácter vinculante, así la letra a) del artículo 4 señala en primer lugar la “ Primacía de las personas y del fin social sobre el capital, que se concreta en gestión autónoma y transparente, democrática y participativa, que lleva a priorizar la toma de decisiones más en función de las personas y sus aportaciones de trabajo y servicios prestados a la entidad o en función del fin social, que en relación a sus aportaciones al capital social.” 

Si cualquier sociedad cooperativa no puede dejar de priorizar las decisiones que afecten su actividad al fin social que le es propio, aún mayor es la exigencia en el caso de cooperativas de viviendas, siendo éstas de los elementos más representativos de la economía social.
La sociedad cooperativa de viviendas se define doctrinalmente como “una cooperativa de consumo especializada; una organización de individuos que se asocian por la necesidad común de obtener una vivienda en mejores y/o distintas condiciones que las ofrecidas por el mercado. Y esa actividad de consumo la realizan como empresarios: arriesgando recursos; soportando potenciales pérdidas, sobrecostes, demoras en los plazos, etcétera; apostando por obtener una vivienda con una mayor calidad/precio, pero en definitiva asumiendo un riesgo que le confiere la condición de promotor (empresario) inmobiliario.”
Las consecuencias prácticas de la citada naturaleza estriban en que la cooperativa no se obliga a entregar la vivienda en ninguna fecha, aunque pudieran establecerse plazos o fechas orientativas. Además esto supone que la paralización de las obras por motivos ajenos a la voluntad de la cooperativa, como ocurre con el elevado número de procedimientos judiciales que se han iniciado teniendo por objeto esta promoción de viviendas concreta, no puede calificarse como incumplimiento de aquélla para con el socio cooperativista que pretende acceder a una vivienda de la promoción. Sociedad y socio se encuentran en idéntica posición jurídica, y no en una posición contrapuesta.
No estaríamos entonces ante una baja justificada por el incumplimiento de la sociedad cooperativa, dado que el propio Tribunal Supremo, en su Sentencia de 22 de mayo de 1992, señaló que “cuando las viviendas de protección oficial son construidas en régimen de cooperativa para ser adjudicadas exclusivamente a sus asociados y no para destinarlas al tráfico con terceros compradores para obtener beneficio económico (como en el presente procedimiento), los propios cooperativistas se convierten en socios copromotores de la construcción de dichas viviendas…”
Interesa especialmente poner en relación esa coincidente posición jurídica de copromotor con la titularidad jurídica como socio cooperativista. Así la letra h) del artículo 11 de los Estatutos, al establecer los derechos de los socios se remite a los que resulten de “las normas legales y de estos Estatutos”, que se debe poner en relación con los preceptos en que la norma social regula la baja del socio, que si bien se reconoce la baja obligatoria en el artículo 14 - cuando se pierdan los requisitos exigidos para serlo -, supuesto que no concurre en este procedimiento arbitral, y si con el artículo 13 de los Estatutos que reconoce y regula la baja voluntaria del socio:
“1.- El socio puede darse de baja voluntariamente en la Cooperativa en cualquier momento mediante preaviso o escrito al Consejo Rector, que deberá enviarse con un mes de antelación.

El incumplimiento del plazo de preaviso dará lugar a la correspondiente indemnización de daños y perjuicios.

La fecha de la baja, a afectos de cómputo del plazo señalado en estos Estatutos para el reembolso del socio de sus aportaciones al capital social, se entenderá producida al término del plazo de preaviso.”

En todo caso, en la situación de una baja voluntaria justificada o no, la norma estatutaria exige un preaviso de la intención de causar baja de al menos un mes, plazo que se respetó pues no se alegado incumplimiento de contrario por la sociedad cooperativa. La consecuencia de un hipotético incumplimiento no puede ser la imposibilidad de causar baja – pues es este un derecho del socio, inherente a la naturaleza de las sociedades cooperativas -, sino la de indemnizar a la sociedad los perjuicios causados.
De lo anterior se sigue el carácter esencial que presenta la calificación de la baja como justificada o no justificada. El socio puede darse de baja, pero sólo la baja justificada le permite una restitución íntegra y puntual de las cantidades aportadas al capital y a la actividad cooperativizada.

Como conclusión cierta a obtener de la propia documentación que aporta el socio demandante, no se alega una causa concreta alguna ni en su escrito de preaviso ni tampoco en su recurso ante la Asamblea General, salvo la referencia genérica en su comunicación inicial a una “delicada situación económica”, la cual no le permitiría “seguir haciendo frente a los pagos derivados de la financiación de la promoción de viviendas”. Sorprende que no se hiciera ningún esfuerzo para acreditar la aducida situación, como p.ej. un certificado de la situación de desempleo emitida por el SEPECAM o cualquier otra documentación o datos que hubieran permitido – siquiera aproximadamente -, conocer la situación económica alegada por el ex socio demandante. Debiendo añadir a esta conclusión que, según manifiesta el propio socio en su escrito de demanda, ha procedido a adquirir una vivienda donde actualmente vive con su familia, habiendo solicitado y obtenido financiación ajena para su adquisición.
Los hechos que se han acreditado en la extensa documentación aportada en el procedimiento motivan que este Árbitro considere que la decisión que adopta el Consejo Rector de la cooperativa, calificando la baja del demandante como VOLUNTARIA NO JUSTIFICADA, se ajusta plenamente a la realidad de los hechos.
QUINTO.-  Respecto a la aplicación de la deducción legalmente establecida por baja voluntaria injustificada.
Como se ha venido expresando, las deducciones que pretende efectuarse por el órgano competente de la cooperativa, en este caso el Consejo Rector, tienen su fundamento y legitimación no sólo en los acuerdos asamblearios o en las normas estatutarias, que reproducen en estos supuestos la propia regulación legal en la materia, sino que además deben respetarse los principios que informan la normativa cooperativa, que si son de aplicación en cualquier conflicto en el que sean parte las sociedades cooperativas y/o sus socios, aún más esenciales en un arbitraje de equidad como es el presente.

El conocido en la normativa cooperativa como principio de “Puertas abiertas”, aplicable a este caso como baja voluntaria, trae su origen en los principios establecidos desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -,  que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y de sus socios. Originalmente se configuró como primer principio cooperativo de “Libre adhesión y libre retiro”, que en su nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que provoque la salida de alguien de una cooperativa, posibilitando la libertad de entrada y salida de los socios que precisen el acceso o dejen de estar interesados en serlo.  
La justificación de este principio tiene su origen en que las cooperativas se han concebido como instituciones socioeconómicas dirigidas a facilitar la integración económica y laboral de los ciudadanos en el mercado. Es, pues, un derecho de autoorganización que sólo tiene como limitación la imposición de reglas o cláusulas estatutarias discriminatorias o atentatorias a los derechos fundamentales, significando así que las limitaciones o condiciones que se ponen al socio para abandonar voluntariamente la cooperativa no pueden ser arbitrarias o desproporcionadas al fin a obtener.
Como bien dice este principio sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 
a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, dado el carácter de copromotor de los socios ya señalado con anterioridad, ni tampoco limitarse como ocurriría en las cooperativas de viviendas, a una mera posición de adquirente en la compraventa de un inmueble.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio que actúa en una posición de empresario. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que pudieran corresponderle.

El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil. Esta doctrina se reproduce en el artículo 2.2 de la vigente Ley 11/2010, que señala que “las sociedades cooperativas ajustarán su estructura, gestión y funcionamiento a los principios cooperativos formulados por la Alianza Cooperativa Internacional en cada momento.” Finalmente, su reconocimiento expreso ya estaba reflejado en el artículo 1.1 in fine de la vigente Ley 27/1999, de 16 de julio, General de Cooperativas.

Esos mismos principios, en concreto el tercero, cuyo contenido es la “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa de viviendas debe tener una viabilidad económica que le permita tanto el desarrollo del proyecto de la promoción que gestiona la entidad, como unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa con motivo de compromisos e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores.
Por ello y en este procedimiento, de las deducciones que acordó en su reunión de fecha 15 de septiembre de 2010 el Consejo Rector de la entidad XXXX, este Árbitro considera de aplicación la deducción prevista por el artículo 52 de los Estatutos Sociales, que no hace sino reproducir el artículo 117.1 de la derogada Ley 20/2002, según el cual sería de aplicación una deducción de hasta el 50 por ciento respecto de las que se encontraban fijadas en el artículo 61.2 del mismo texto legal, es decir que la deducción inicial a aplicar a la totalidad de las cantidades entregadas por el socio para financiar la vivienda – 52.300 euros reconocidos por la propia sociedad demandada -, deberá ser objeto de una  DEDUCCIÓN DEL DIEZ POR CIENTO.
SEXTO.-  Respecto a la imputación de pérdidas de ejercicios anteriores.

Sin embargo este órgano arbitral, a diferencia de lo concluido en el Fundamento anterior, no puede compartir la interpretación que hace el Consejo Rector del tenor literal de la letra a) del apartado segundo del artículo 61 de la  Ley 20/2002, dado que si bien autoriza al órgano de administración a deducir las “pérdidas imputadas o imputables al socio, reflejadas en el balance de cierre del ejercicio en el que se produzca la baja, ya correspondan a dicho ejercicio o provengan de otros anteriores y estén sin compensar” - no cabiendo aplicar los otros supuestos establecidos en el precepto, sanciones no satisfechas u obligaciones pendientes de abono, dada su no alegación -; la aplicación que hace del citado artículo se opone con lo ya expresado en este mismo Laudo sobre que las condiciones que se ponen al socio al causar baja voluntaria, no pueden ser arbitrarias o desproporcionadas al fin a obtener.
Aunque los árbitros no pueden traspasar los límites objetivos del objeto del procedimiento, tampoco están únicamente limitados por una interpretación literal y restrictiva que se apartaría así de la misión amistosa que se le confió. La jurisprudencia de nuestro Alto Tribunal en sus SSTS de 16 de julio de 1987 y 13 de junio de 1985 entre otras, faculta al órgano arbitral para se pueda resolver no sólo las cuestiones consignadas en el compromiso arbitral, sino también “las que deban reputarse comprendidas en el mismo por una inducción necesaria de sus palabras o que sean consecuencia lógica u obligada de las que se han planteado.”
Debemos partir de un hecho incontestable como es que la aplicación de las deducciones que se han practicado según los resultados contables que ha imputado el Consejo Rector, supone que de los 52.300 euros aportados, recibiría únicamente la cantidad de  4.979,35 euros,  o lo que es lo mismo, poco más del 9,52 por ciento de lo aportado. Evidentemente, parece difícil de justificar como puede convertirse una deducción legalmente establecida de un 10 por ciento en una penalización real que supera el 90 por ciento de lo aportado.
La sociedad cooperativa efectuó sus cálculos sobre la base de los resúmenes contables que adjuntó a la notificación que hizo en fecha el 22 de septiembre de 2010 el Consejo Rector, liquidando la cantidad antes reseñada a reembolsar al socio demandante referida a los ejercicios anuales 2007, 2008 y 2009. En ella establece bajo el epígrafe “Compra de terrenos y solares” la mayor partida que derivó en el desembolsó de la cantidad de 3.859.768,51 euros en el ejercicio 2007 y 490.170,00 euros en 2008, a los que sumar 695.990,16 euros de IVA, en total una cantidad total de 5.045.928,67 euros, que unida a otros conceptos desglosados (gastos notaría, gastos gestora cooperativa, etc ….) suponen un total de 5.612.696,69 euros que se recogen bajo el epígrafe GASTOS.
En contraposición a las partidas anteriores, se detallan INGRESOS derivados de las 112 viviendas por un valor global de 130.381,67 euros. 

Junto a la anterior se cuantificó las  APORTACIONES de los socios  en los tres ejercicios citados, las cuales suman más el IVA legalmente establecido, una cantidad por un valor de 5.851.482,13 euros.
Si como expone la sociedad en su liquidación, se repercuten los gastos frente a los ingresos generados por las viviendas, supone finalmente una imputación de gastos a cada socio por valor de 42.090,65 euros, que unida a la deducción legalmente fijada anteriormente de un 10 por ciento por una cuantía de 5.230,00 euros, resulta una liquidación a percibir por el ex socio demandante por un total de 4.979,35 euros.
Con independencia de lo que expone el propio socio demandante en su escrito, sobre la consideración contable como inversión o como gasto respecto de la compra de terrenos por la cooperativa, estaría el Consejo Rector considerando toda esa cantidad  como “perdidas”, si nos ajustamos a la expresión literal del artículo 61 de la Ley 20/2002, con las consecuencias que pudieran derivarse de esa calificación para la consideración de la viabilidad de la actividad de la sociedad, frente a sus propios socios y/o terceros.
En términos de estricta equidad, entendida en una de sus acepciones del DRAE como la “Justicia natural, por oposición a la letra de la ley positiva”, prácticamente en la realidad se está penalizado de forma más severa una baja voluntaria, aun cuando sea injustificada, que si de una expulsión de un socio se hubiera tratado. Como ya se ha ido reiterando en este Laudo, las limitaciones que puede aplicar la cooperativa a aquellos socios que causan baja, no pueden ser de tal desproporción que impidan de facto o provoquen que sea injustificadamente gravoso el ejercicio por éstos del principio cooperativo de “puertas abiertas”.
Si a lo ya expuesto unimos que el demandante no ha percibido ni tan siquiera la liquidación efectuada en septiembre de 2010 y/o los intereses legales establecidos en el artículo 61.5 de la Ley de 2002, no parece que se haya seguido el espíritu de las normas que respecto a las cooperativas de viviendas antepone la continuación y viabilidad del proyecto con la inmediata subrogación por otro socio o un tercero que a la penalización del que causa baja, al que aplica un período de tres años para reembolsar sus aportaciones con el objeto de no descapitalizar la entidad y que pudiera sufrir ésta problemas de tesorería.
La importancia y repercusión de un proyecto como una cooperativa de viviendas, sin entrar en contradicción con lo expuesto en el párrafo anterior,  exige el compromiso de todos los socios en su calidad de coempresarios, que además como en el caso concreto del demandante tenía carácter de promotor del proyecto, por ello considera este Árbitro que no puede ser el demandante ajeno a las consecuencias que supone causar baja en una cooperativa en el momento actual, en el que la subrogación de nuevos socios es prácticamente inviable y los esfuerzos que deben soportar aquellos que continúan se ven muy dificultados por la situación de crisis económica. Ello constituye el núcleo de la aplicación de una nueva deducción, que este Árbitro aplica empleando como baremo objetivo para establecer aquélla, el señalado en el artículo 61.2 b) de la derogada Ley 20/2002, en concreto el TREINTA POR CIENTO que se fijaba como máxima penalización para los supuestos de baja por expulsión, que deberá adicionarse al 10 por ciento ya fijado en este Laudo en el Fundamento Quinto.
Considera este órgano arbitral como liquidación definitiva a reembolsar sobre las aportaciones reconocidas por valor de 52.300,00 euros, la que resulte de minorar la misma con una  DEDUCCIÓN TOTAL DE UN CUARENTA POR CIENTO; resolución que a juicio de este Árbitro es acorde con la letra y el sentido del artículo 3 del Código Civil, que señala que la interpretación de las normas – o principios generales como concurren en este procedimiento -, se deberá ajustar a la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, destacando que el criterio que debe presidir esta labor es “atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas.”
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en equidad, el siguiente
LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación de la solicitud principal de declaración como BAJA JUSTIFICADA con los derechos inherentes a dicha calificación, que sobre la liquidación y reembolso de sus aportaciones al capital social se pretenden por el demandante D. XXXX, frente a la entidad XXXX.
SEGUNDO.-   Considera este órgano arbitral que, de conformidad con la naturaleza de equidad que preside este Laudo y la labor de este órgano, respecto a las deducciones acordadas por el Consejo Rector de la cooperativa en su reunión de fecha 15 de septiembre de 2010, este Árbitro acuerda aplicar la deducción prevista de un DIEZ POR CIENTO sobre las cantidades reconocidas al demandante por certificación del Secretario del Consejo Rector, D. XXXX, en fecha 10 de junio de 2009, por concurrir la baja voluntaria calificada de injustificada de D. XXXX cuyo cálculo se realizará según los criterios establecidos en el artículo 52 de los Estatutos Sociales.

Igualmente acuerda este Árbitro que debe minorarse la repercusión a la liquidación resultante de las imputaciones efectuadas por las pérdidas de ejercicios anteriores en los términos fijados en el acuerdo del Consejo Rector en su sesión celebrada el 15 de septiembre de 2010, siendo de aplicación exclusivamente una deducción de un TREINTA POR CIENTO. 

Se aplicará lo mandado de manera que, la totalidad de las deducciones y/o penalizaciones que se pudieren aplicar sobre la liquidación de las cantidades reconocidas por parte de la cooperativa de viviendas XXXX, en ningún caso podrán superar el CUARENTA POR CIENTO del valor de la liquidación, en los plazos y con los intereses a que hubiera lugar de conformidad con lo previsto en el artículo 61 de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha.
TERCERO.-  El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a doce de junio de dos mil doce.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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